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1.	 Introducción

En los últimos años se ha producido un aumento ex-
ponencial del número de concursos de acreedores co-
mo consecuencia de la crisis financiera que estamos 
padeciendo a nivel internacional, aunque de una forma 
especialmente virulenta en España. Dentro de la eco-
nomía hay sectores como el de la construcción y, por 
derivación, el financiero que han padecido la crisis de 
una forma más agresiva y generalizada que otros. Se 
trata de sectores que han sido vitales en el desarrollo 

de nuestra economía, por lo que su deterioro está supo-
niendo la principal causa del deterioro de la economía 
nacional, a la vez que una rémora para el desarrollo 
de la misma. Este aumento de concursos de acreedo-
res ha teñido de rojo no solo a buena parte del tejido 
industrial y comercial español, afectando a un núme-
ro cada vez mayor de empresas en dificultad que se 
han visto imposibilitadas de hacer frente a sus pagos, 
sino también a las personas naturales y unidades fami-
liares de nuestro país que desgraciadamente han visto 
incrementar desmesuradamente las situaciones de di-
ficultad, conforme el deterioro de la economía nacional 
se iba incrementando a lo largo de estos últimos años. 

Para hacer frente a los concursos de acreedores, 
contamos en España con una Ley concursal moderna 
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que fue aprobada en el año 20031 (en adelante, la 
«Ley Concursal») y que ha sido modificada de forma 
importante hasta nuestros tiempos en tres ocasiones 
(dos en 20092 y una 20113). Esta Ley fue diseñada 
en unos momentos de prosperidad económica, dan-
do respuesta a los principales problemas y situacio-
nes de las empresas en esos momentos. Nadie podía 
imaginar el vuelco y descalabro de la economía es-
pañola solo unos pocos años después de su implan-
tación. En lo que respecta a las economías familia-
res, digamos que la vorágine en la que se han visto 
involucradas como consecuencia de la crisis ha he-
cho saltar alguna alarma sobre la falta de respuesta 
coherente y específica de la legislación concursal an-
te unas economías que difieren sustancialmente de 
las de los empresarios, hacia los que va dirigida fun-
damentalmente la normativa concursal. Esa falta de 
adaptación normativa a las economías de personas 
naturales reclama una reforma legal que tenga en 
cuenta las circunstancias especiales que convergen 
en una economía familiar dañada por situaciones de 
insolvencia alarmantes y dramáticas en muchos ca-
sos y ante la que, si no se responde con procedimien-
tos coherentes, justos y específicos, pueden agravar 
el drama por el que atraviesan cientos de familias en 
estos momentos.

El objetivo de este trabajo es estudiar las causas 
que provocan la situación de insolvencia en las unida-
des familiares, identificando aquellos factores críticos 
que tienen especial incidencia en la generación de la 
misma. Para lo cual, se toma como punto de partida 
el régimen legal de la Ley Concursal para abordar, a 
continuación, la inadecuación de nuestro sistema jurí-
dico al supuesto de hecho planteado por las personas 
naturales. 

1	  Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.
2	  El Real Decreto Ley 3/2009, de 27 de marzo, de medidas urgentes en 

materia tributaria, financiera y concursal ante la evolución de la situación 
económica, y la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la 
legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial.

3	  Ley 38/2011, de 10 de octubre, de reforma de la Ley 22/2003, de 9 de 
julio, Concursal.

Las principales aportaciones de este trabajo se cen-
tran en la constatación, mediante comprobación empí-
rica, de las causas de concurso en las unidades fami-
liares así como su distribución geográfica, cuestiones 
que nos permitirán conocer y analizar el escenario ac-
tual de estos concursos y las circunstancias que los 
acompañan. Este análisis forma un núcleo que puede 
servir de referente para cimentar cualquier proyecto 
de modificación normativa, donde se evalúen y consi-
deren en sus justos términos las insolvencias de uni-
dades familiares dentro del amplio campo de los con-
cursos de acreedores.

2.	 Antecedentes

Trujillo (2003) ya ponía de manifiesto las dificultades 
y riesgos que entrañaba el sobreendeudamiento de 
los consumidores de cara al futuro. El derecho com-
parado también ofrecía, por aquel entonces, estudios 
muy detallados sobre esta cuestión. Entre otros es po-
sible citar a Mcbryde et al. (2003), Niemi-Kiesiläinen 
(2003) o López (2004). Era difícil imaginar que el so-
breendeudamiento iba a acabar convirtiéndose en un 
drama para muchas familias, como así ha ocurrido.

Más recientemente han aparecido otros trabajos so-
bre insolvencia de familias y algunos temas tangencia-
les. Quintana (2005) hablaba sobre el sobreendeuda-
miento de las familias en la nueva Ley concursal, Colino 
(2005) ponía de manifiesto la relación entre la insolven-
cia de las familias y el régimen económico-matrimonial, 
y Ferré (2006) estudiaba la posición de los créditos su-
bordinados en la insolvencia del consumidor.

El estallido de la crisis en torno a 2007-2008 ace-
leró la divulgación de toda una serie de estudios que 
trataban de señalar las graves limitaciones que la Ley 
Concursal presentaba. González (2003,10) ya había 
apuntado que el concurso tal como está concebido 
no es una solución en sí misma, no es la primera so-
lución a adoptar y no es la única solución a adoptar. 
A esta crítica se unían, en relación con la insolvencia 
del consumidor, otros investigadores. De esta forma, 
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Fernández (2008) analizaba el marco de un inade-
cuado procedimiento concursal dentro de la delica-
da situación del sobreendeudamiento de las familias; 
Pulgar (2008) incluso iba más allá al cuestionarse la 
situación del concurso del consumidor en el marco del 
Estado social. Con posterioridad, Cuena (2009) plan-
tearía claramente las deficiencias de la Ley Concursal 
ante la insolvencia de la persona física (problemas en 
relación con la ejecución de la vivienda habitual, cré-
ditos subordinados, presupuesto objetivo,…).

3. 	 El concurso de las unidades familiares

Los concursos de personas naturales y, por exten-
sión, de las unidades familiares han sido posibles en 
España a partir de la aprobación de la Ley Concursal 
de 2003 que contemplaba su inclusión dentro de los 
procesos concursales, toda vez que se establecía co-
mo presupuesto subjetivo del concurso (art. 1 de la Ley 
Concursal) la existencia de un deudor, bien sea perso-
na natural o jurídica. Podemos referirnos al concurso 
de personas jurídicas o de personas naturales; la exis-
tencia de un deudor, del tipo que sea, hace patente 
el cumplimiento del presupuesto objetivo del concurso 
dando sentido, por ello, al sistema procesal de concur-
so aplicable a las insolvencias en general. Así pues, a 
partir de la vigencia de esta Ley (septiembre de 2004) 
han proliferado de forma progresiva, como podemos 
apreciar más adelante, este tipo de concursos.

El concurso se suele plantear como una puerta de sa-
lida a las situaciones de insolvencia. En cuanto a la soli-
citud de concurso podemos decir que no hay diferencias 
destacables entre las solicitudes de concursos de perso-
nas naturales o jurídicas, salvo las diferencias que con-
ciernen al volumen de información a aportar que natural-
mente será mucho más numerosa y amplia en el caso 
de personas jurídicas.

El apartado II de la exposición de motivos de la Ley 
Concursal proclama los principios de unidad legal, de 
disciplina y sistema. El análisis de la norma permite 
apreciar el contenido de estos principios:

—— Unidad legal: todos los aspectos materiales y 
procesales del concurso quedan recogidos en una úni-
ca norma jurídica, con excepción de la Ley Orgánica 
8/2003, de 9 de julio, para la Reforma Concursal. 

—— Unidad de disciplina: superación de la diversi-
dad de instituciones concursales para comerciantes y 
no comerciantes con la finalidad de simplificar el pro-
cedimiento. 

—— Unidad de sistema: unidad y flexibilidad de pro-
cedimiento que se refleja en su propia estructura, ar-
ticulada, en principio, en una fase común que puede 
desembocar en otra de convenio o de liquidación. 

A pesar de la unidad de procedimiento es posible 
encontrarnos con algún matiz distintivo en cuanto que 
nos referimos al concurso de persona natural. A con-
tinuación mencionaremos estas diferencias. Bercovitz 
(2005) señalaba algunas de las principales diferencias 
de trato contempladas en la Ley Concursal para las 
personas naturales:

a)  La declaración judicial de concurso se inscribirá 
en el Registro Civil (art. 24.1 de la Ley Concursal).

b)  Se deberá tener en cuenta el derecho a alimen-
tos contenido en el art. 47 de la apertura de la fase de 
liquidación (con posterioridad a la apertura se atende-
rá al régimen del art. 145.2 de la Ley Concursal).

c)  Si se trata de una persona casada se deberá 
conjugar el procedimiento concursal con el régimen 
económico-matrimonial existente (arts. 77, 78 y 82 de 
la Ley Concursal).

d)  Al establecerse los créditos subordinados, se ten-
drá en cuenta el art. 93 de la Ley Concursal de cara 
a determinar las personas especialmente relacionadas 
con el concursado que, al tratarse de deudor persona 
natural, difieren sustancialmente de las que tienen esta 
consideración en caso del concursado persona jurídica.

e)  Las personas afectadas por la sección de califi-
cación en el caso de deudor persona jurídica se regu-
lan en el art. 172.2.1º, que señala quiénes pueden ser 
considerados afectados, citando a los administradores 
y liquidadores. Sin embargo, para el caso de deudor 
persona física no existe esta aclaración. 
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Además de las mencionadas, añadimos otras tres pe-
culiaridades de procedimiento en el caso concursos de 
personas naturales: 

a)  El derecho del concursado a percibir alimentos du-
rante la tramitación del concurso si se encuentra en esta-
do de necesidad. Esto se efectuará con cargo a la masa.

b)  La valoración que deberá hacer el juez (art. 190.1 
de la Ley Concursal) de si el deudor es administrador o 
responde o es garante de las deudas de una persona 
jurídica.

c)  En caso de persona natural no se produce su extin-
ción como persona, puesto que su extinción no depende 
del desarrollo del concurso de acreedores. Sin embargo, 
el juez acordará la extinción del concursado persona jurí-
dica en los casos de conclusión del concurso por liquida-
ción o insuficiencia de masa activa4.

Hay una circunstancia común a todos los concursos 
que no podemos decir que marque una diferencia entre 
concursos en razón al sujeto, pero que tiene una inciden-
cia muy negativa en el concurso de las personas natura-
les. Nos queremos referir a la posible ejecución hipote-
caria de elementos no afectos a la actividad empresarial, 
entre los cuales podemos destacar la vivienda familiar 
que, por ser un elemento patrimonial muy afecto al bien-
estar familiar, es un elemento que puede llegar a provo-
car una situación dramática en el sujeto concursado.

En principio, el concurso de acreedores no da res-
puesta a los problemas que originaron la insolvencia de 
una unidad familiar. El problema específico subyacente 
en estos concursos se circunscribe en torno a la vivien-
da familiar adquirida mediante préstamo con garantía 
hipotecaria. La imposibilidad de hacer frente a los ven-
cimientos origina el estado de insolvencia y lleva a la uni-
dad familiar a plantearse como solución el procedimiento 
concursal. En estos casos suele ocurrir que la solución 

4	  Art. 178.3 de la Ley Concursal: «La resolución judicial que declare 
la conclusión del concurso por liquidación o por insuficiencia de la masa 
activa del deudor persona jurídica acordará su extinción y dispondrá la 
cancelación de su inscripción en los registros públicos que corresponda, 
a cuyo efecto se expedirá mandamiento conteniendo testimonio de 
resolución firme».

de convenio sea descartada, puesto que la mayor parte 
de los acreedores son privilegiados, debiendo acudir, por 
tanto, a la liquidación. 

El devenir de los acontecimientos suele desembocar 
en que la vivienda se liquida a un precio muy bajo (en 
relación con el importe del préstamo concedido), insu-
ficiente para saldar la deuda, quedando viva y pendien-
te la parte no cubierta. Todas las singularidades que se 
han planteado no tienen en cuenta esta situación parti-
cular generada desde mediados de 2008, fecha de inicio 
de la actual crisis. La exposición de motivos de la Ley 
Concursal en su apartado I hablaba de la anterior legis-
lación en términos de «arcaísmo, inadecuación a la rea-
lidad social y económica de nuestro tiempo, dispersión, 
carencia de un sistema armónico, predominio de deter-
minados intereses particulares en detrimento de otros 
generales y principio de igualdad de tratamiento de los 
acreedores». 

Sin embargo, en el momento actual estas palabras 
son aplicables a la propia norma concursal en sede de in-
solvencia de las familias. Arcaica, inadecuada y carente 
de armonía. Claro ejemplo de ello es el régimen de la pa-
ralización de la ejecución hipotecaria del art. 56 de la Ley 
Concursal. Precepto que permite paralizar la ejecución 
de bienes afectos a la actividad económica, pero que im-
pide paralizarla cuando se trata de otros bienes no afec-
tos, como puede ser la vivienda habitual de la familia. Por 
tanto, una vez adjudicada la vivienda, el pasivo restante 
queda pendiente de pago por parte del consumidor. Es 
cierto que algunos jueces han intentado minorar estas 
consecuencias (Auto del Juzgado de lo Mercantil nº 3 de 
Barcelona de 26 de Octubre de 2010). Sin embargo, no 
es labor del juez elaborar normas, sino interpretarlas y 
aplicarlas. En cualquier caso, estas decisiones judiciales 
deben hacer reflexionar al legislador sobre la adecuación 
del procedimiento concursal a la quiebra de las familias. 

Causas del concurso de unidades familiares.

Podemos destacar que son tres las principales  
causas:
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a) El sobreendeudamiento de las familias, que ha 
ido en aumento a lo largo de los últimos años, ha te-
nido su origen en dos factores fundamentales. Por un 
lado el necesario espíritu consumista, incluso por en-
cima de las posibilidades, que arrastra una época de 
bonanza económica, junto con la facilidad, de la que 
tanto se ha escrito últimamente, para intentar poner 
el índice acusador en la banca, para conseguir crédi-
to fácil y con pocas restricciones.

b) Por otro lado, la nefasta convivencia entre el 
desempleo creciente y la actual crisis financiera ha 
dado origen a una creciente necesidad de aumen-
tar el crédito como consecuencia de renegociaciones 
de deuda hechas, en muchos casos, en condiciones 
perjudiciales para las unidades familiares que se han 
visto obligadas a asumir, como condición de la re-
financiación, una deuda mayor, con aportación de 
mayores garantías personales e incluso a un coste 
superior. Este sobreendeudamiento actúa como una 
pesada losa sobre las economías familiares, difícil de 
llevar.  

En el análisis de las causas del sobreendeuda-
miento Raga (2009) identificaba las siguientes: dis-
minución de la renta disponible; incremento de la 
presión fisca; aumento de los niveles de desempleo; 
elevados tipos de interés y quiebra de los indicadores 
de confianza en la marcha de la economía.

Posteriormente, de la Morena y Parra (2010) iden-
tificarían otras causas distintas tales como: endeu-
damiento desmesurado contraído en los últimos seis 
años; incremento del precio de la vivienda en este 
período; crecimiento de los tipos de interés en el últi-
mo año y medio; excesivo crédito al consumo y altos 
tipos de interés de estas operaciones; inflación; y cri-
sis familiar e incremento del coste, casi duplicidad, en 
supuestos de separación y divorcio.

Algunos autores como Carrasco (2010) llegarían 
a poner el dedo en la llaga al hablar de la torpeza e 
irracionalidad del consumidor al asumir unos niveles 
de deuda que estaban totalmente fuera de sus posi-
bilidades. 

c) De forma tangencial al sobreendeudamiento de 
las familias debemos destacar el problema ocasiona-
do con un elemento patrimonial estrechamente ligado 
y que forma causa con el endeudamiento más impor-
tante de la familia, la vivienda. La adquisición de una vi-
vienda requiere una financiación muy elevada, consti-
tuyendo la financiación más elevada de una familia que 
compromete su devenir durante largo tiempo. En este 
sentido, parece haber un cierto acuerdo en que el pro-
blema tipo de la insolvencia del consumidor subyace 
en la adquisición de una vivienda mediante préstamo 
garantizado con hipoteca. La imposibilidad de hacer 
frente a las cuotas del préstamo origina el presupues-
to objetivo de insolvencia y sume al consumidor y a su 
familia en una situación crítica que se ve abocada en 
algunos casos a un procedimiento concursal. Llegados 
a este punto muchos autores manifiestan críticas en 
torno al tratamiento de la vivienda habitual y la libera-
ción de las deudas pendientes en sede concursal. Rojo 
(2008) planteaba la base del problema al decir que ha-
bía que discutir qué dosis de generosidad estábamos 
dispuestos a introducir en el Derecho español en una 
cuestión tan importante como la liberación de deudas 
a favor del deudor de buena fe, así como la manera de 
abordar eficientemente los efectos que esa liberación 
de deudas puede comportar. García (2010) indicaba 
que al abordar este problema era necesario tener en 
cuenta algunas cuestiones previas como el coste del 
proceso concursal, la afección al mercado del crédito 
o la experiencia en otros países. Más recientemente, 
Parra (2011) o López (2011) pondrían de manifiesto las 
consecuencias de la responsabilidad por los créditos 
no satisfechos a la conclusión del concurso. En el últi-
mo año todo tiende a indicar que debe abrirse un pro-
ceso de reforma de la Ley Concursal (Quijano, 2011) 
en el que puedan abordarse distintas fórmulas para tra-
tar de manera más adecuada la insolvencia del consu-
midor, teniendo en cuenta las consecuencias que fór-
mulas como la dación en pago podrían introducir en 
nuestra tradición jurídica y en nuestro sistema financie-
ro (Ferruz et al., 2012). 
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Inconvenientes del concurso de unidades 
familiares

La actual Ley Concursal, que regula estos procesos 
desde su vigencia en el año 2004, ha supuesto un in-
dudable avance respecto del régimen jurídico anterior. 
Se trata, en todo caso, de una legislación más moder-
na que aglutina los principios fundamentales que inspi-
raron la Ley Modelo de la UNCITRAL5 (United Nations 
Commission on International Trade Law) así como el 
Reglamento6 europeo sobre insolvencias transfronte-
rizas. Sin embargo, el concurso de acreedores no es 
la respuesta adecuada a las situaciones de insolven-
cia en el caso de las personas naturales y sus familias, 
debido a una serie de circunstancias que comentare-
mos a continuación.

La ley fue elaborada en unos momentos en los que 
las circunstancias económicas nacionales y de los 
particulares nada tenían que ver con la situación ac-
tual. Lejos quedan las prácticas expansivas de las em-
presas, las perspectivas de crecimiento continuado de 
las mismas, la demanda creciente de mano de obra y, 
como consecuencia, el nivel de empleo y la situación 
económica de los particulares.

La actual crisis que padecemos ha aflorado un pano-
rama no contemplado a principios de este siglo dando 
un vuelco sustancial a esa situación idílica de Estado 
de bienestar que teníamos y disfrutábamos. Quizá esa 
sea la principal razón de que la actual legislación con-
cursal, que se fue fraguando a principios de este siglo, 
contemple una solución no demasiado acertada para 
las familias en una situación tan crítica en general como 
la que se está padeciendo en estos momentos de crisis.

A modo de compendio vamos a detallar los principa-
les inconvenientes del concurso de la unidad familiar 

5	  UNCITRAL (1997): Ley Modelo de la Comisión de las Naciones 
Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI) sobre la 
insolvencia transfronteriza con la Guía para su incorporación al Derecho 
interno.  

6	  REGLAMENTO (CE) nº 1346/2000 del Consejo, de 29 de mayo de 
2000, sobre procedimientos de insolvencia.

mencionados, en parte, a lo largo de los apartados an-
teriores. Estos inconvenientes, que pueden ser motivo 
de la poca proliferación de los concursos, son:

a) La declaración de concurso no conlleva la sus-
pensión de la ejecución hipotecaria. La vivienda suele 
ser el activo más importante del deudor y frente a la 
misma se sitúa el crédito hipotecario que suele ser la 
mayor deuda que tiene el deudor. Así pues, el mayor 
acreedor de esta unidad familiar suele ser el banco 
con crédito hipotecario que, por dicho motivo, resulta 
con privilegio especial.

b) Estos acreedores, que aglutinan la mayor deuda, 
tienen derecho de abstención, por lo que no les afec-
tan los pactos que puedan acordarse en el concurso 
y no les vinculará ninguna quita que se pacte con los 
acreedores ordinarios. De esta forma la mayor parte 
de la deuda de la unidad familiar deberá pagarse ín-
tegramente, afectando las quitas a una parte pequeña 
de los créditos, los ordinarios y subordinados. 

c) Los desahucios por falta de pago, caso de estar 
en vivienda alquilada, no desaparecen.

d) El derecho a percibir una cuantía mínima en con-
cepto de importe mínimo para satisfacer las necesi-
dades familiares básicas, no perdura a lo largo de la 
duración del concurso sino que desaparece en el mo-
mento de entrar en liquidación. Por otro lado, ese de-
recho no tiene fijada una cuantía mínima por lo que 
será el juez quien la establezca en función de las cir-
cunstancias que aprecie en cada caso. 

e) Se trata de procedimientos caros que, en mu-
chos casos, resultará extremadamente gravoso para 
el deudor, el cual se lo pensará dos veces antes de 
emprender una aventura judicial que, valorando to-
dos sus aspectos positivos y negativos, quizá no le 
compense desarrollar ni anímica ni económicamente. 
Pensemos que los costes de tramitación, conforma-
dos fundamentalmente por los honorarios, habitual-
mente elevados, de abogados, procurador y adminis-
trador/es concursal/es, constituyen créditos contra la 
masa. A ello sumémosle el descrédito y desprestigio 
comercial, profesional y personal, difícil de cuantificar, 
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aunque de cuantía mucho más elevada en muchos ca-
sos que la económica, que una situación así conlleva.

4.	 Análisis empírico del estado de insolvencia 
de las familias

De todo lo que hemos tratado anteriormente des-
tacamos la existencia de particularidades y especi-
ficidades inherentes a la figura de la unidad familiar 
dentro del ámbito de la persona natural sometida a 
concurso, que convierten al concurso en un instru-
mento especialmente sensible a ciertas actuaciones 
consideradas hasta cierto punto normales cuando 
estamos ante el concurso de una persona jurídica. 
Para conocer estas particularidades vamos a proce-
der a deducir, de manera empírica, qué circunstan-
cias especiales se ocultan tras el estado de insolven-
cia de las familias. 

En este apartado trataremos, en primer lugar, de co-
nocer la tendencia subyacente en los concursos de las 
unidades familiares mediante una visión descriptiva 

del estado de la insolvencia familiar, mientras que en 
segundo lugar analizaremos las causas de ese estado 
de insolvencia. Tanto en un subapartado como en otro, 
la muestra utilizada se ha extraído de la información 
proporcionada por el Instituto Nacional de Estadística  
(INE) considerando los años 2004-2011, es decir, des-
de el momento de plena entrada en funcionamiento de 
la Ley Concursal hasta el momento actual. Los resul-
tados que se muestran son las salidas del programa 
SPSS v.19 que hemos utilizado en el análisis empírico.

Estadísticos descriptivos de la insolvencia  
de las familias

 Se toma como punto de partida el estudio de la 
insolvencia a nivel nacional durante los años 2004 a 
2011 (número de años N=8). El Gráfico 1 muestra los 
resultados obtenidos para el período analizado.

En este gráfico se puede ver la tendencia crecien-
te de los concursos, con un elevado número de los 
mismos en los tres últimos años. No obstante, durante 

GRÁFICO 1

EVOLUCIÓN DEL NÚMERO DE CONCURSOS A NIVEL NACIONAL, 2004-2011

FUENTE: INE.
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2010 y 2011 se aprecia una cierta estabilidad en el nú-
mero de concursos, aunque no parece existir un cam-
bio estructural en la serie analizada. El análisis de los 
estadísticos descriptivos (media de concursos, año 
con menor número de concursos y año con mayor nú-
mero) es de gran ayuda para centrar la magnitud de la 
insolvencia de las familias. (Cuadro 1)

Durante todo el período analizado se han producido 
3.600 concursos de consumidores (sin tener en cuenta al 
empresario persona física). Su reparto ha sido muy des-
igual a lo largo de los años; en el año 2004 se registraron 
solo 9 concursos7, mientras que en el año 2009 se llega-
ron a superar los 1.000. Y ello pese a las deficiencias y 
lagunas que el régimen legal del concurso presenta para 
las familias. En promedio durante estos años se han pro-
ducido 450 concursos. En otras palabras, en cada uno 
de los 365 días del año más de una familia, por término 
medio, ha sido declarada en situación de insolvencia. 

El análisis por comunidades autónomas lleva a 
resultados muy similares en cuanto a la distribución 
anual. En el Gráfico 2 se representa el número de con-
cursos declarados en cada comunidad autónoma a lo 
largo del período analizado.

Hay seis comunidades que de manera persisten-
te tienen el mayor número de concursos: Cataluña, 
Andalucía, Madrid, Comunidad Valenciana, Baleares 

7	  Entendemos que se trata de un resultado completamente lógico 
puesto que el año 2004 era el primero de vigencia de la Ley, y la misma 
estuvo operativa a partir de septiembre, es decir, que los datos de este 
año hacen referencia al último cuatrimestre.

y Murcia. En otras palabras, la costa mediterránea ha 
sufrido el mayor impacto junto con Madrid, llegando 
algunos años a suponer una cifra superior al 75 por 
100 de los concursos declarados en España. El aná-
lisis de los estadísticos descriptivos (Cuadro 2) lleva 
a conclusiones similares. 

El Cuadro 2 permite apreciar cómo las comunida-
des autónomas situadas en el norte de la Península 
se han resistido a la oleada de concursos. Para todo 
el período considerado La Rioja, Navarra o Cantabria 
quedan muy por debajo de los 50 concursos, frente a 
los más de 500 que alcanzan Andalucía o Cataluña. 
En el Anexo I se muestra esta información relativiza-
da por el número de habitantes. Este análisis lleva a 
sospechar que buena parte de las insolvencias están 
relacionadas con el boom inmobiliario de los últimos 
años, actividad ampliamente desarrollada por todo el 
arco mediterráneo. Por lo que en el siguiente subapar-
tado se pretende mostrar la incidencia de la crisis del 
ladrillo sobre estas variables.

Causas de la insolvencia de las familias 

Al analizar las investigaciones en materia de in-
solvencia familiar se han puesto de relieve distintas 
causas de los estados de insolvencia. Esas causas 
pueden agruparse en variables relacionadas con la 
evolución general de la economía y variables que in-
ciden de mayor manera en la situación económica de 
las familias. El Cuadro 3 recoge estas variables. En el 

CUADRO 1 

ESTADÍSTICOS DESCRIPTIVOS, 2004-2011

N Mínimo Máximo Suma Media Desv. típ.

Concursos nacionales.............................................. 8 9 1.022 3.600 450 457,00109

N válido (SPSS v.19)................................................ 8 – – – – –

FUENTE: INE.
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panel A se aprecian las variables de carácter general 
y en el panel B las variables que impactan de forma 
más directa en las unidades familiares.

Los datos del panel A se han extraído del Instituto 
Nacional de Estadística, en concreto de las series de 
Contabilidad Nacional de España (Base 2008), del 
Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) y de 
las series estadísticas de la OCDE. Los datos utiliza-
dos en el panel B combinan información del Instituto 
Nacional de Estadística, así como de la Estadística 
Registral Inmobiliaria (ERI). En ambos casos, el pe-
ríodo analizado sigue siendo 2004-2011.

Para analizar la relación de causalidad existente 
entre el número de concursos y las distintas varia-
bles se ha optado por el análisis de las correlaciones 
bivariados. Para calcular la correlación entre varia-
bles se ha hecho uso de dos medidas: el índice de 
correlación de Pearson y el índice de correlación no 
paramétrico de Spearman (Rho de Spearman). Las 

expresiones de estos índices aparecen en las fórmu-
las [1]  y  [2], respectivamente.  
	 	    

[1]

donde: σXY es la covarianza entre el número de con-
cursos y la variable «y-ésima» del Cuadro 3; σX σY  es 
el producto de las desviaciones típicas del número de 
concursos y la variable «y-ésima» del Cuadro 3.

	

ρ =1−
6 Di

2

i=1

N

∑
N(N2 −1) 	

[2]

donde: D2
i     es el cuadrado de las diferencias de ordena-

ción de cada uno de los períodos en la variable concursos 
y la variable «y-ésima» del Cuadro 3; y N es el número 
total de datos.

ρXY =
σ XY

σ XσY

GRÁFICO 2

EVOLUCIÓN DEL NÚMERO DE CONCURSOS POR COMUNIDADES AUTÓNOMAS, 2004-2011

FUENTE: INE.
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En los Cuadros 4 y 5 se han incluido los resultados 
de estas medidas, así como su significatividad esta-
dística a efectos de una mayor comprensión. 

El análisis de las variables consideradas muestra 
unos resultados interesantes. El índice de correlación 
de Pearson nos indica el nivel de asociación lineal entre 
dos variables. Este índice es especialmente relevan-
te en cuatro casos: presión fiscal, índice de confianza, 
Índice de Precios al Consumo (IPC) y déficit público. 
Así, se observa que una mayor presión fiscal genera 
un incremento en el número de concursos. En relación 
con los indicadores de confianza se observa una aso-
ciación negativa, es decir, el incremento del número de 
concursos viene asociado a una disminución de la con-
fianza en el funcionamiento del sistema económico y 

financiero. También es relevante la variable inflación, 
aunque incide de forma negativa, de tal forma que ma-
yores niveles de inflación se asocian a un menor núme-
ro de concursos. Este resultado es lógico, pues cuando 
la economía se encuentra en fase de expansión, los ti-
pos de interés son bajos y los precios tienden a aumen-
tar. En cambio, en situación de depresión, se suelen 
producir deflaciones (como ha sucedido con el sector 
inmobiliario) con el consiguiente reflejo en el IPC.  Por 
último, se aprecia también una cierta significatividad de 
la variable déficit público, de manera que incrementos 
de déficit público van asociados a un menor nivel de 
concursos. Es el caso de las ayudas a la adquisición 
de vivienda o los regímenes de vivienda de protección 
oficial (VPO) que si bien facilitan la financiación de las 

CUADRO 2

ESTADÍSTICOS DESCRIPTIVOS POR COMUNIDADES AUTÓNOMAS, 2004-2011

Concursos N Mínimo Máximo Suma Media Desv. típ.

Andalucía............................................ 8 0 162 512 64,000 70,90033

Aragón................................................. 8 0 31 102 12,750 13,01373
Asturias............................................... 8 0 25 70 8,750 8,74643
Baleares.............................................. 8 3 55 207 25,875 23,33873
Canarias.............................................. 8 0 35 73 9,125 13,59031
Cantabria............................................. 8 0 16 31 3,875 5,61726
Castilla y León..................................... 8 0 63 188 23,500 25,09980
Castilla-La Mancha.............................. 8 0 53 160 20,000 22,25822
Cataluña.............................................. 8 2 202 758 94,750 90,58027
Valencia............................................... 8 0 125 393 49,125 51,32373
Extremadura........................................ 8 0 11 23 2,875 4,48609
Galicia................................................. 8 0 76 210 26,250 26,98545
Madrid................................................. 8 2 193 531 66,375 75,63245
Murcia.................................................. 8 2 63 206 25,750 26,46696
Navarra................................................ 8 0 6 13 1,625 1,99553
País Vasco........................................... 8 0 28 96 12,000 11,08409
La Rioja............................................... 8 0 7 20 2,500 3,02372
Ceuta................................................... 8 0 2 3 0,375 0,74402
Melilla.................................................. 8 0 2 4 0,500 0,75593
N válido (según lista)........................... 8 – – – – –

FUENTE: INE.
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familias (menor insolvencia) es a costa de aumentar el 
déficit público. En otras palabras, el sector público, a 
través de las distintas políticas adoptadas, ha contribui-
do a sostener durante la década pasada la actividad in-
mobiliaria. La Rho de Spearman también confirma los 
resultados anteriormente comentados.

En el Cuadro 5 se recogen las variables agrupadas 
en dos paneles. El panel A recoge las variables relacio-
nadas con las características del hogar medio español. 
Y, efectivamente, como señalaban de la Morena y Parra 
(2010) se aprecia que las crisis familiares tienen mu-
cho que ver en la insolvencia de la propia unidad fami-
liar. Sin embargo, existen dos variables adicionales muy 
correlacionadas con el número de concursos durante 
el período analizado. La primera variable es el tama-
ño medio del hogar que influye de forma negativa, es 
decir, un hogar más grande se asocia a un menor nú-
mero de concursos. Este resultado hay que ponerlo en 
conexión con la definición de hogar, pues la existencia 

de abuelos o hermanos conlleva la llegada de nuevas 
rentas (bien vía prestaciones, bien vía salarios). En un 
hogar más pequeño y con menos rentas las probabili-
dades de insolvencia serán más elevadas. La segunda 
variable es el nivel de desempleo. Como era de espe-
rar, el drama del desempleo tiene una fuerte correlación 
con la insolvencia de los consumidores.

En el panel B se han recogido las variables relaciona-
das con la adquisición y pago de la vivienda. En este ca-
so hay dos variables críticas: tipo de interés de referencia 
(euríbor) e Índice de Precios de la Vivienda. En relación 
con el euríbor, aparece una correlación negativa y signi-
ficativa al 5 por 100. Sin embargo, si calculamos el dife-
rencial aplicado por el banco en la concesión del prés-
tamo hipotecario, apreciamos una correlación positiva y 
significativa al 1 por 100. En otras palabras, lo que está 
causando la situación de insolvencia no es la evolución 
del euríbor (actualmente, en niveles históricamente ba-
jos), sino los swaps (cláusulas suelo) y los diferenciales 

CUADRO 3

 CAUSAS DE LA INSOLVENCIA DE LAS FAMILIAS, 2004-2011

Panel A. Variables ligadas a la evolución general de la economía

PIB a precios de mercado Presión fiscal

IPC nacional Presión fiscal IRPF

Renta disponible nacional Tipo de interés del Bono 10

Índice general de confianza (CIS) Déficit público nacional

Panel B. Variables ligadas a la situación económica de las familias

Nº de matrimonios Euríbor

Nº de matrimonios disueltos Euríbor+Diferencial

Tamaño medio del hogar Diferencial

Gasto medio del hogar Tipo de interés del Mercado Hipotecario

Paro de larga duración Índice de precios de la vivienda

Cuota media de préstamo hipotecario Precio medio vivienda por m2

FUENTE: INE, CIS, OCDE y ERI.
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         CUADRO 4

CORRELACIONES DE LAS VARIABLES LIGADAS A LA EVOLUCIÓN GENERAL  
DE LA ECONOMÍA

Concursos nacionales Presión  
fiscal

Presión fiscal 
IRPF Confianza

Renta  
disponible 
nacional

IPC  
nacional

Déficit  
nacional

Tipo de  
interés  

Bono 10

PIB  
nacional

Correlación de Pearson.......... 0,786* -0,466 -0,779* 0,570 -0,780* -0,974** 0,344 0,586
Significatividad (bilateral)....... 0,021 0,244 0,023 0,140 0,038 0,000 0,450 0,167
N............................................. 8 8 8 8 7 7 7 7
Rho de Spearman.................. 0,833* -0,342 -0,690 0,524 -0,536 -0,750 0,360 0,643
Significatividad (bilateral)....... 0,010 0,408 0,058 0,183 0,215 0,052 0,427 0,119
N............................................. 8 8 8 8 7 7 7 7

NOTAS: * La correlación de significatividad al nivel 0,05 (bilateral). ** La correlación de significatividad al nivel 0,01 (bilateral).
FUENTE: INE, CIS, OCDE y ERI. 2004-2011.

CUADRO 5 

CORRELACIÓN DE LAS VARIABLES LIGADAS A LA SITUACIÓN ECONÓMICA  
DE LAS FAMILIAS

Panel A. Variables ligadas a la situación del hogar

Concursos nacionales Nº matrimonios Nº matrimonios 
disueltos 

Tamaño  
hogar 

Gasto medio  
del hogar 

Paro  
de larga  
duración

Correlación  de Pearson ................. -0,98** -0,79* -0,83* 0,38 0,83*
Significatividad (bilateral)................ 0,00 0,04 0,02 0,40 0,02

N...................................................... 7 7 7 7 7

Rho de Spearman........................... -0,929** -0,786* -0,929** 0,321 0,429

Significatividad. (bilateral) 0,003 0,036 ,003 0,482 0,337

N...................................................... 7 7 7 7 7

Panel B. Variables relacionadas con la vivienda adquirida

 Concursos nacionales
Cuota  

hipoteca  
media

Tipo interés 
mercado  

hipotecario
Euríbor Euríbor+  

diferencial Diferencial
Precio  
medio  

vivienda (m2)

Indice  
precios  
vivienda 

Correlación de Pearson......... -0,317 -0,488 -0,732* 0,323 0,895** 0,204 -0,879*
Sig. (bilateral)....................... 0,444 0,219 0,039 0,436 0,003 0,661 0,050

N........................................... 8 8 8 8 8 7 5

Rho de Spearman................ -0,167 -0,333 -0,643 0,595 0,814* 0,357 -0,700

Sig. (bilateral) 0,693 0,420 0,086 0,120 0,014 0,432 0,188

N........................................... 8 8 8 8 8 7 5

NOTAS:* La correlación de significatividad al nivel 0,05 (bilateral).  ** La correlación de significatividad al nivel 0,01 (bilateral).
FUENTE: INE, CIS, OCDE y ERI. 2004-2011.
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asociados al contrato de préstamo hipotecario. Por tanto, 
la variable crítica no es el tipo de interés, sino el clausula-
do incorporado a los contratos de préstamo con garantía 
hipotecaria. En relación con la variable Índice de Precios 
de la Vivienda, la interpretación es similar a la realizada 
para la variable IPC. Es decir, hay una pérdida de patri-
monio ocasionada por el pinchazo de la «burbuja inmobi-
liaria»; pérdida de patrimonio que ha llevado a la quiebra 
técnica de muchas familias.

Por tanto, de este análisis vemos que las causas de 
insolvencia de las unidades familiares se encuentran en 
los siguientes elementos: deterioro de la confianza en la 
economía; aumento de la presión fiscal sobre las unida-
des familiares; política de reducción del déficit público; 
deflación y, en particular, la relacionada con la vivienda; 
crisis matrimonial/conyugal asociada a los deterioros de 
las finanzas personales; reducido tamaño del hogar me-
dio español, asociado a la reducción de fuentes activas 
de renta; incremento de las situaciones de paro de larga 
duración; imposibilidad de romper las cláusulas de swap 
(cláusulas suelo) y los diferenciales incorporados en los 
contratos de préstamo con garantía hipotecaria.

De estas causas, las tres más importantes (al 1 por 
100 de nivel de significatividad) son las relacionadas 
con el préstamo para la adquisición de la vivienda, la 
situación matrimonial/afectiva y la política de reduc-
ción del déficit público.

5.	 Conclusiones

A lo largo de este estudio se ha puesto de manifies-
to la inadecuación de la normativa concursal a las si-
tuaciones de insolvencia del consumidor y su familia. 
Aunque el consumidor, como persona natural, tiene un 
encaje en el presupuesto subjetivo y su situación de 
sobreendeudamiento puede entrar en el presupuesto 
objetivo, la Ley Concursal es una quimera de costes 
elevados y soluciones inciertas.

Ni el procedimiento abreviado, ni los no más de 15 
artículos que la Ley dedica al consumidor son capaces 
de responder de manera adecuada a estas situaciones 

de insolvencia. Pese a no ser la forma adecuada, el nú-
mero de concursos no ha hecho sino crecer desde el 
estallido de la crisis económica. Ese aumento, desigual 
en su reparto geográfico, permite entender la magnitud 
del problema.

La causa fundamental de ese incremento en el nú-
mero de concursos reside en variables relacionadas 
con la adquisición de una vivienda y la formación de 
un hogar. De manera que variables tales como con-
fianza, familia, cláusulas del préstamo hipotecario o 
presión fiscal están detrás de ese incremento. 

Actualmente, el legislador debería aclarar la duda 
que se plantea sobre esta cuestión. Dejar al consumi-
dor a su suerte, sometido al yugo de una legislación ge-
neral e injusta que no está diseñada para el ámbito eco-
nómico personal, o adoptar medidas de reforma en esta 
materia que traten de adaptar un proceso a las circuns-
tancias específicas del entorno de la persona física.

Deberían potenciarse otras soluciones menos gra-
vosas para las familias, más rápidas de ejecución a 
la par que tan sólidas y efectivas como el propio con-
curso. En este sentido, debería fomentarse la práctica 
de los acuerdos extrajudiciales de pagos que, sin du-
da, las unidades familiares y particulares verían con 
buenos ojos si a esa institución se le dota de la mis-
ma fuerza que a los concursos. La ley 14/2013, de 27 
de septiembre, de apoyo a los emprendedores, ha tra-
tado de abordar esta situación mediante la instaura-
ción del acuerdo extrajudicial de pagos (capítulo V de 
la Ley) que esperemos tenga una gran acogida en-
tre todos los que padecen problemas de insolvencia. 
Comprobaremos con el paso del tiempo en posterio-
res trabajos si las unidades familiares se han decanta-
do por esta nueva y reciente figura.

Entre las causas de insolvencia de las unidades 
familiares señaladas en el trabajo podemos destacar 
que las tres más importantes (al 1 por 100 de nivel de 
significatividad) son las relacionadas con el préstamo 
para la adquisición de la vivienda, la situación matri-
monial/afectiva y la política de reducción del déficit 
público.
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Por último, es importante poner de manifiesto que 
interpretaciones demasiado extensivas por parte de 
los jueces no son la solución, pues únicamente contri-
buyen a crear inseguridad jurídica. De la misma mane-
ra, el establecimiento de medidas como la dación en 
pago o la exoneración del pasivo pendiente deben ser 
objeto de reflexión. En este sentido, este trabajo que-
da abierto a futuras líneas de investigación que pon-
gan de relieve las consecuencias que este tipo de me-
didas tendrían sobre el sistema normativo y financiero.  
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ANEXO

CUADRO A1

TASA DE CONCURSOS POR HABITANTE POR COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
(En %) 

  2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011

Andalucía..................................... 0,00000 0,00012 0,00003 0,00004 0,00083 0,00196 0,00178 0,00194

Aragón ......................................... 0,00000 0,00017 0,00008 0,00050 0,00083 0,00249 0,00257 0,00164

Asturias........................................ 0,00000 0,00028 0,00009 0,00094 0,00047 0,00235 0,00075 0,00167

Illes Balears.................................. 0,00036 0,00059 0,00083 0,00071 0,00356 0,00642 0,00558 0,00500

Canarias ...................................... 0,00000 0,00018 0,00000 0,00000 0,00000 0,00059 0,00207 0,00120

Cantabria ..................................... 0,00000 0,00000 0,00019 0,00000 0,00149 0,00299 0,00075 0,00034

Castilla y León ............................. 0,00000 0,00008 0,00004 0,00037 0,00106 0,00228 0,00256 0,00122

Castilla-La Mancha ...................... 0,00000 0,00034 0,00000 0,00006 0,00108 0,00176 0,00301 0,00237

Cataluña ...................................... 0,00003 0,00035 0,00027 0,00047 0,00137 0,00318 0,00312 0,00266

Com. Valenciana ......................... 0,00000 0,00017 0,00019 0,00026 0,00098 0,00238 0,00245 0,00250

Extremadura ................................ 0,00000 0,00009 0,00000 0,00000 0,00000 0,00019 0,00104 0,00081

Galicia ......................................... 0,00000 0,00007 0,00007 0,00052 0,00108 0,00282 0,00167 0,00151

Madrid ......................................... 0,00004 0,00006 0,00007 0,00022 0,00100 0,00356 0,00267 0,00184

Murcia .......................................... 0,00017 0,00050 0,00042 0,00058 0,00134 0,00376 0,00526 0,00424

Navarra......................................... 0,00000 0,00000 0,00000 0,00018 0,00036 0,00036 0,00036 0,00094

País Vasco ................................... 0,00000 0,00014 0,00014 0,00019 0,00062 0,00134 0,00120 0,00092

La Rioja ....................................... 0,00000 0,00000 0,00000 0,00000 0,00072 0,00217 0,00253 0,00156

Ceuta ........................................... 0,00000 0,00000 0,00000 0,00000 0,00000 0,00140 0,00280 0,00000

Melilla .......................................... 0,00000 0,00000 0,00000 0,00000 0,00151 0,00301 0,00000 0,00123
 
 
FUENTE: Elaboración propia.
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ANEXO (continuación)
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FUENTE: Elaboración propia.
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